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S-2022        
Proceso:  Ejecutivo. 
Demandantes:  Ramón Alberto Álvarez Rodríguez  
Demandados:  Myriam García Castro.  
Radicado:  05001 31 03 005 2019-00585-01 
Asunto:  Confirma sentencia impugnada 
 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Medellín, cinco (05) de abril del dos mil veintidós (2022). 

 

Se apresta la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante en contra de la sentencia proferida el pasado 16 de marzo de 2021, 

por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Medellín, dentro del proceso ejecutivo 

singular de mayor cuantía, promovido por Ramón Alberto Álvarez Rodríguez en 

contra de Myriam García Castro. Labor jurisdiccional que se acomete en el 

siguiente orden,  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. La demanda. Pretensiones. El día 28 de octubre del 2019, a través de 

apoderada judicial, el señor Ramón Alberto Álvarez Rodríguez presentó demanda 

ejecutiva en contra de la señora Myriam García Castro, pretendiendo que se 

librara mandamiento de pago por las siguientes sumas de dinero: $150.000.000 

de pesos como capital a partir del día 13 de febrero de 2018 hasta el día en que 

se produzca su pago, más intereses moratorios a la tasa máxima legal permitida 

por la Superfinanciera, desde el día 13 de febrero de 2018 hasta que se produzca 

su pago, suma que debía pagar la demandada para cumplir con lo acordado en 

el contrato de prestación de servicios que celebró con el aquí demandante, quien 

asumió el mandato de llevar a cabo la sucesión intestada del  Señor José Iván 

Díaz Díaz, compañero permanente de la accionada en el presente proceso. 
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Además de lo anterior, se solicitó en escrito aparte la práctica de medidas 

cautelares sobre los bienes de la demandada, más la condena en costas y 

agencias en derecho. 

 

2. Los supuestos fácticos relacionados con esta causa petendi narrados en la 

demanda se contraen a lo siguiente: 

 

2.1. Que entre el señor Ramón Alberto Álvarez Rodríguez y la señora Myriam 

García Castro se celebró un contrato de prestación de servicios profesionales que 

tenía por objeto llevar a cabo la sucesión intestada del señor José Iván Díaz Díaz, 

compañero permanente de la señora Myriam, que dentro del mismo contrato de 

prestación de servicios se estableció que se llevaría a feliz término el trámite 

sucesorio del señor José Iván Díaz Díaz y que, por este concepto se pagaría un 

porcentaje del 20% sobre el valor total de los activos de dicha sucesión, en donde 

se dejó claro que los bienes del causante deberían adjudicarse a la contratante.  

 

2.2. Que dicha sucesión se tramitó ante la notaría sexta (6a) del círculo de 

Medellín y los activos le fueron adjudicados a la ejecutada, mismos que 

ascendieron a la suma de $4.000.000.000 y, por lo tanto, le correspondía al 

ejecutante la suma de ochocientos millones de pesos ($800.000.000), 

equivalente al 20% de los activos que se pactó como honorarios.  

 

2.3. Que, de dicho monto, sólo se ha cancelado la suma de seiscientos cincuentas 

millones ($650.000.000), adeudándose al demandante la suma de ciento 

cincuenta millones de pesos ($150.000.000), desde el día 13 de febrero de 2018, 

fecha en la cual se registró dicha sucesión y se adjudicaron los bienes del 

causante.  

 

2.4. Manifiesta entonces que requirió a la señora Myriam Castro en reiteradas 

ocasiones para que le cancele dicha suma de dinero, a lo cual ésta ha hecho 
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caso omiso, por lo que hubo de citarla a un Interrogatorio de Parte 

extraprocesal con exhibición de documento (contrato de prestación de servicios), 

diligencia que se surtió el día 19 de junio de 2019 ante el despacho del Juez 

Quinto Civil del Circuito de Medellín, dentro de la cual quedó en claro que la 

accionada destruyó el documento original y que sólo había cancelado la suma de 

$650.000 millones, confesando que adeuda al hoy demandante la suma de 

$150.000 millones, correspondientes al 20% pactado del monto de los activos 

que realmente ascendieron a la suma de $4.000.000.000 millones de pesos, por 

lo que, en vista de lo anterior, dicho interrogatorio de parte constituye una plena 

prueba que presta mérito ejecutivo contra ella, ya que fue realizado bajo la 

gravedad de juramento y por lo tanto es un título idóneo y exigible. 

 

3. Actuación judicial. Mediante auto del 14 de noviembre de 2019 el Juzgado 

Quinto Civil del Circuito de Medellín emitió mandamiento de pago por la suma de 

$150.000.000 más los intereses moratorios que se causaran mes a mes a una 

tasa del 0,5% mensual a partir del 13 de febrero de 2018 hasta el día de su pago, 

en atención a que, estimó que los documentos aportados como base del recaudo 

coercitivo prestaban mérito ejecutivo, de conformidad con el Art. 422 del CGP, 

621 y 721 del C. de Co, auto recurrido en reposición, habiéndose mantenido el 

juez a quo en su decisión. 

 

3.1. La parte accionada contestó el libelo a través de apoderada judicial, escrito 

en el cuál admitió que tanto en la declaración extra-proceso -como en el contrato 

que aportó la parte demandante-, quedó claro que no sólo se contrataron 

honorarios para el trámite y adjudicación de una sucesión, sino que también se 

hicieron múltiples encargos de servicios profesionales al abogado, entre los 

cuales se hallaban: a) la recuperación de la posesión de 3 bienes en cabeza de 

la familia del causante, b) demás compraventas e hipotecas que hay que hacer 

por deudas del de cujus y, c) conciliar con los acreedores y saldar cuentas 

pendientes de dicho señor.  
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Agregó que su cliente y el demandante si celebraron un contrato de 

prestación de servicios por un porcentaje de los bienes que habrían de 

inventariarse en la sucesión, pero de igual forma, se relacionaron muchos otros 

servicios adicionales, algunos de los cuales quedaron consignados en dicho 

contrato y otros no, pero, que las gestiones fueron sumamente deficientes e 

incompletas.  

 

Indicó que la sucesión en efecto fue tramitada en la notaría sexta del Círculo de 

Medellín y el porcentaje pactado si fue del 20%, sin precisar sobre qué valor, 

como lo dijo su mandante en el interrogatorio, además, advirtió que no es cierto 

que su mandante reconociera en el interrogatorio de parte que el valor de los 

bienes de la masa sucesoral ascendieran a la suma de $4.000.000.000 millones 

de pesos, pues no lo recuerda con exactitud, que tampoco sobre ese valor se 

habría de aplicar el porcentaje aludido y en ese mismo sentido pone de presente 

que es totalmente falsa la afirmación de que su mandante reconoció en el 

interrogatorio de parte que debiera $800.000.000 millones y, que los activos 

ascendieron a la suma de $4.000.000.000 millones, afirmaciones del demandante 

que no resultan acompañadas en el interrogatorio de parte.  

 

Así mismo, el apoderado de la accionada admite que ella confesó haber abonado 

la suma de $650.000.000 millones al abogado ejecutante, pero que en ningún 

momento confesó deber $800.000.000 millones y, finalmente, manifestó que si 

bien fue convocada por su mandante a la diligencia de interrogatorio de parte con 

exhibición de documento, no es cierto -tal como se sostuvo en el interrogatorio 

de parte-, que el demandante le hubiese solicitado el documento aludido –

contrato de prestación de servicios-, pues, él mismo se lo entregó a ella.   

 

En conclusión, la ejecutada se opuso a todas y cada una de las pretensiones y a 

su favor blandió las siguientes excepciones de mérito: i) carencia de título con 

mérito ejecutivo y; ii) falta de claridad.  
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4. La sentencia apelada. El 15 de marzo de 2021 se profirió por el juzgado 

la sentencia de excepciones en la cual se ordenó el cese de la ejecución y, se 

ordenó el levantamiento de las medidas cautelares que con ocasión del proceso 

se hubieren practicado, se condenó en costas a la parte demandante en favor del 

ejecutado y finalmente, se condenó en abstracto al demandante al pago de los 

perjuicios que hubiere podido recibir la ejecutada con ocasión de las medidas 

cautelares y del proceso mismo. 

 

Para arribar a esa conclusión, el juez a quo analizó el título soporte de recaudo, 

como lo fue el interrogatorio de parte de la demanda, del cual halló que si bien la 

señora Myriam se constituyó deudora del abogado Ramón Alberto Álvarez 

Rodríguez por la suma de 800 millones, en razón del 20% de la masa sucesoral, 

no obstante, en el interrogatorio de parte no se señala lugar de cumplimiento ni 

fecha de pago, esto es, que no se desprende claramente a partir de cuándo era 

exigible dicha suma, ni el lugar de cumplimiento de la misma y, por eso, entendió 

que no existía una obligación clara ni exigible, puesto que si bien esa declaración 

de parte podría integrarse con otros medios de prueba, esto es, con la escritura 

pública 0320 del 2018 de la notaría sexta donde constan los bienes adjudicados 

a la señora Myriam, sin embargo, esta apreciación conjunta no fue mencionada 

ni solicitado en el interrogatorio de parte y al no cumplirse estos presupuestos, se 

pasa de la certidumbre propia de los procesos ejecutivos a la incertidumbre de 

los procesos declarativos, razón por la cual se consideró menester decretar el 

cese de la ejecución.  

 

5. Del recurso de apelación. La parte demandante recurrió la sentencia. Así, 

concedido el recurso de apelación en primera instancia, el mismo fue admitido 

por este Tribunal, seguidamente, de conformidad con el artículo 14 del decreto 

806 de 2020 se otorgó el término de rigor para la sustentación, el cual descorrió 

de la forma como pasa compendiarse. 
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5.1. Incongruencia y Antijuridicidad de la sentencia. La que hizo 

consistir en que no es posible que al haberse proferido mandamiento de pago -

auto que fue atacado en reposición y confirmado por el juez, siendo esa la única 

manera de atacar formalmente el título-, pueda venir ahora el juez a desconocer 

eficacia formal al título ejecutivo, cuando se lo prohíbe el art. 430 inciso 2° del 

CGP, máxime cuando todas las excepciones del demandado apuntaron a 

desconocer los requisitos formales del título ejecutivo, por lo que no entiende 

cómo aun así hayan podido salir avante las excepciones en la sentencia, mismas 

que solo apuntaban a desconocer al títulos falta de claridad, de expresividad y de 

exigibilidad o insuficiencia, todos requisitos que se analizan a la luz del art. 422 

del CGP cuando se emite mandamiento de pago. 

 

Cree que el juez incurrió en una vía de hecho constitucional, porque la decisión 

tomada resulta arbitraria y a contravía de las reglas de procedimiento, pues no 

podía desconocer la obligación contendida en el interrogatorio de parte 

extraprocesal que él mismo practicó y que luego le sirvió de base para proferir 

mandamiento de pago. 

 

5.2. No se valoró adecuadamente el título ejecutivo. Por cuanto frente al 

reconocimiento de la demandada respecto del contrato de asesoría jurídica, 

podía optar por la vía procesal más expedita como era el proceso ejecutivo, 

entendiéndose qué se le debía al demandante y quién debía pagarle, lo que 

imponía la exigibilidad de la obligación a cargo de la demandada, sin que tuviera 

el abogado de la sucesión que acudir al trámite de regulación de honorarios, 

máxime cuando en una cláusula del contrato se pactó que de requerir otros 

servicios distintos al trámite de la sucesión, éstos serían regulados en forma 

independiente. 

 

5.3. La desestimación de la prueba se hizo contra ley o antijurídicamente. 

Aunque es casi un calco de la primera, de todas maneras, advirtió que el acta 
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contentiva del interrogatorio de parte contiene la confesión de la demanda, 

sin que haya sido desmentida tan siquiera por el apoderado judicial de la 

demandada, quien la suscribió sin objetarla.   

 

Expuestos así los antecedentes que dieron lugar al segundo grado de 

conocimiento, satisfechos los presupuestos para decidir de fondo, y al no 

observarse vicios que puedan afectar el trámite del proceso, procede la Sala a 

decidir el recurso con fundamento en las siguientes,  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Presupuestos procesales. Encuentra la Sala satisfechos los requisitos o 

presupuestos procesales para que pueda abordarse el estudio de la apelación 

interpuesta por la parte demandante, además, que no se observan 

irregularidades procesales que tipifiquen una nulidad. De igual manera, se le ha 

permitido a la parte exponer su tesis en desarrollo argumentativo de los reparos 

concretos que formulara frente a la sentencia de primera instancia. 

 

2. No hay cosa juzgada material en el auto que libra mandamiento ejecutivo, 

por lo que se impone el deber al juez de primera o segunda instancia, 

analizar nuevamente en la sentencia su fuerza ejecutiva. En cuanto el primer 

reparo, consistente en acusar la sentencia de incongruente y antijurídica porque 

no respetó que el mandamiento de pago ya había cobrado una firmeza formal, 

toda vez que fue atacado en reposición, sin que haya sido revocado por el a quo, 

de todas maneras, debe ser contundente la Sala en destacar cómo ya el juez del 

conocimiento dio razones jurídicas para haber asumido de nuevo el estudio del 

título ejecutivo, toda vez que no es cierto que el mandamiento de pago se hiciera 

intocable bajo la supuesta defensa de la cosa juzgada, pues, si bien no se discute 

que en su momento el art. 488 del C de P Civil y ahora el art. 430 inciso 2° del 

CGP, pudieran amparar esa tesis, al tiempo que también es cierto que en un  
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primer cedazo se analizaron esos requisitos a la luz del art. 422 del CGP, 

sin embargo, debe imponerse el principio de la primacía del derecho sustancial, 

tratado en una primera ocasión por la Corte Suprema de Justicia en su Sala de 

Casación Civil M.P. Carlos Esteban Jaramillo Scholss1, de la cual se destaca: 

 

“Puestas en este punto las cosas y remitiéndose al análisis del asunto en referencia en 

cuanto atañe concretamente a los procesos ejecutivos, es de observarse que el juez en 

segunda instancia puede y debe analizar la regularidad estructural del proceso 

desde su comienzo, amparado por la facultad indiscutible que tiene de abordar en 

forma panorámica ese estudio en cuanto conviene de modo particular con los 

llamados presupuestos procesales de la ejecución, lo que implica por consiguiente 

que cuenta con autorización suficiente de la ley para examinar si los requisitos 

exigidos para abrir una actuación de tal índole y librar el respectivo mandamiento 

judicial de ejecución, se encuentran presentes (art. 497 del C. de P. C.), así tenga 

aquel que desatender las razones que tuvo el a quo para aceptar la oposición que dedujo 

el demandado contra una ejecución que en principio esta autoridad inferior pudo estimar 

viable, criterio por cierto acogido por esta corporación, en providencia del 7 de marzo de 

1988, al señalar que "la orden de impulsar la ejecución, objeto de las sentencias que se 

profieran en procesos ejecutivos, implica el previo y necesario análisis de las condiciones 

que le dan eficacia al título ejecutivo, sin que en tal caso se encuentre el fallador limitado 

por el mandamiento de pago proferido al comienzo de la actuación procesal; por lo tanto, 

no funda la falta de competencia la discrepancia que pueda surgir entre la liminar orden 

de pago y la sentencia que, con posterioridad, decida no llevar adelante la ejecución por 

reputar que en el título aportado para la misma no militan las condiciones pedidas por el 

art. 488 del C. de P. C." (G.J. CXCII, 131).  

 

 Así, pues, conviene aclarar que no se trata en estos casos del reconocimiento por 

capricho de excepciones de mérito por parte del juzgador ad quem, ni menos aún de 

acoger las que el demandado no propuso con observancia de los requisitos que indica el 

artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, sino de la verificación indispensable del 

cabal cumplimiento de las condiciones que el ordenamiento jurídico señala para que 

pueda fundarse la vía de coacción autoritaria contra la persona frente a la cual ha sido 

despachada ejecución, verificación que en todo caso han de realizar los órganos 

jurisdiccionales ejecutores de manera oficiosa como acaba de verse, habida cuenta que, 

como es bien sabido, las ejecuciones se aseguran y se legitiman en el título aportado 

como base de recaudo que en consecuencia es su condición y medida, y por 

principio nada debe impedir la iniciación de trámites de esta estirpe siempre y 

cuando dicho título los justifique, luego si así no ocurren las cosas y en sede de 

apelación llega a encontrar el juez de segunda instancia que, aun a pesar del 

silencio guardado por los litigantes sobre el tema, falta el título, elemento 

constitutivo de la llamada pretensión ejecutiva y a la vez factor condicionante de la 

procedibilidad de la vía legal que lleva el mismo nombre, no puede remitirse a dudas 

                                                 
1 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. 9 de agosto de 1995. M.P. Carlos Esteban Jaramillo Scholss. 
Referencia: Expediente No. 5093  
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que así debe declararlo y por lo mismo cuenta con la facultad para hacerlo, sin pecar 

obviamente contra las reglas de congruencia en los fallos civiles, lo que excluye por 

añadidura que, apoyándose en la existencia de una providencia con esos alcances, sea 

posible controvertir con éxito la validez de esta última, aduciendo falta de competencia 

para proceder de este modo, descalificando un título que en un principio no ofreció 

reparo.” Negrillas del Tribunal. 

 

Ahora, en lo que pudiera llamarse una segunda fase y sobre todo de cara a un 

sustento constitucional de la misma tesis ya prohijada por la Sala Civil de la 

Corte Suprema, cabe traer a cita la STC2778-2018, del 28 de febrero del 2018, 

con ponencia del H. Mag. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, en donde se 

destacó que en materia del título ejecutivo frente al mandamiento de pago 

existía siempre la primacía del derecho sustancial sobre el meramente formal, 

destacándose lo siguiente: 

“En efecto, esta Corte en fallo STC1121-2015, proferido el 12 de febrero de 2015 (rad. 11001-

02-03-000-2015-00182-00), en lo que aquí interesa, dejó dicho: …el amparo deprecado no 

está llamado a prosperar comoquiera que resulta prematuro ya que, no ha sido aún expedida 

la sentencia que dirima tal pleito, providencia en la cual el alcance de la obligación del 

accionante necesariamente debe ser analizado con independencia de que el 

mandamiento de pago haya sido recurrido en reposición… Lo anotado torna 

improcedente la referida solicitud de resguardo porque no puede el fallador constitucional, 

en modo alguno, anticiparse a los pronunciamientos del juez natural… En efecto, aun cuando 

en un trámite judicial sea propuesta y decidida adversamente una excepción previa, 

tramitada por vía de reposición en tratándose de juicios ejecutivos, ello no exime al 

operador judicial de conocimiento de volver sobre los requisitos del título ejecutivo, 

que es lo que aduce el demandante constitucional. 

En igual sentido, respecto a la revisión oficiosa de los títulos que debe agotar el 

juzgador natural al momento de ocuparse de resolver si existe mérito para 

continuar el cobro, insistentemente se ha dicho que: 

 

“…es dable a los juzgadores bajo la égida del Código de Procedimiento Civil, y así también 

de acuerdo con el Código General del Proceso, volver, ex officio, sobre la revisión del «título 

ejecutivo» a la hora de dictar sentencia. 
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Reliévase, además, que el análisis del aludido sustrato jurídico-material que todo litigio de 

ejecución precisa como requisito sine qua non, ha de darse de necesidad, así no haya sido 

ello específico motivo de la alzada, si no se olvida que el pronunciamiento del ad quem, 

conforme al precepto 328 del Código General del Proceso, lo es «sin perjuicio de las 

decisiones que deba adoptar de oficio», siendo tal una de ellas conforme así lo ha decantado 

la jurisprudencia…  

 

Y es que sobre el particular de la revisión oficiosa del título ejecutivo esta Sala precisó, en 

CSJ STC18432-2016, 15 dic. 2016, rad. 2016-00440-01, lo siguiente: 

 

Los funcionarios judiciales han de vigilar que al interior de las actuaciones procesales 

perennemente se denote que los diversos litigios, teleológicamente, lo que buscan es dar 

prevalencia al derecho sustancial que en cada caso se disputa (artículos 228 de la 

Constitución Política y 11 del Código General del Proceso); por supuesto, ello comporta que 

a los juzgadores, como directores del proceso, legalmente les asiste toda una serie de 

potestades, aun oficiosas, para que las actuaciones que emprendan atiendan la anotada 

finalidad, mismas que corresponde observarlas desde la panorámica propia de la estructura 

que constituye el sistema jurídico, mas no desde la óptica restricta derivada de interpretar y 

aplicar cada aparte del articulado de manera aislada.  

 

Entre ellas, y en lo que atañe con el control que oficiosamente ha de realizarse sobre el título 

ejecutivo que se presenta ante la jurisdicción en pro de soportar los diferentes recaudos, ha 

de predicarse que, si bien el precepto 430 del Código General del Proceso estipula, en uno 

de sus segmentos, en concreto en su inciso segundo, que «[l]os requisitos formales del título 

ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento 

ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no haya sido 

planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título 

ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que 

ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso», lo cierto es que ese fragmento 

también debe armonizarse con otros que obran en esa misma regla, así como también con 

otras normas que hacen parte del entramado legal, verbigracia, con los cánones 4º, 11, 42-

2º y 430 inciso 1º ejusdem, amén del mandato constitucional enantes aludido. 

 

Por ende, mal puede olvidarse que, así como el legislador estipuló lo ut supra preceptuado, 

asimismo en la última de las citadas regulaciones, puntualmente en su inciso primero, 

determinó que «[p]resentada la demanda acompañada de documento que preste mérito 

ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando al demandado que cumpla la obligación en 

la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel considere legal» (se relieva).  

 

De ese modo las cosas, todo juzgador, no cabe duda, está habilitado para volver a estudiar, 

incluso ex oficio y sin límite en cuanto atañe con ese preciso tópico, el título que se presenta 

como soporte del recaudo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto al analizar, por vía de 

impugnación, la orden de apremio impartida cuando la misma es de ese modo rebatida, como 

también a la hora de emitir el fallo con que finiquite lo atañedero con ese escrutinio judicial, 

en tanto que ese es el primer aspecto relativamente al cual se ha de pronunciar la jurisdicción, 

ya sea a través del juez a quo, ora por el ad quem. 
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Y es que, como la jurisprudencia de esta Sala lo pregonó en plurales oportunidades 

relativamente al efecto demarcado por el Código de Procedimiento Civil, lo cual ahora 

también hace en punto de las reglas del Código General del Proceso, para así reiterar ello 

de cara al nuevo ordenamiento civil adjetivo, ese proceder es del todo garantista de los 

derechos sustanciales de las partes trabadas en contienda, por lo que no meramente se erige 

como una potestad de los jueces, sino más bien se convierte en un «deber» para que se 

logre «la igualdad real de las partes» (artículos 4º y 42-2º del Código General del Proceso) y 

«la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial» (artículo 11º ibidem). 

 

Ese entendido hace arribar a la convicción de que el fallador mal puede ser un convidado de 

piedra del litigio, sino que, en cambio, antes que otra cosa, tiene que erigirse dentro del juicio 

en un defensor del bien superior de la impartición de justicia material…   

 

En conclusión, la hermenéutica que ha de dársele al canon 430 del Código General del 

Proceso no excluye la «potestad-deber» que tienen los operadores judiciales de revisar «de 

oficio» el «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia, ya sea esta de única, primera o 

segunda instancia (ello es predicable, en línea de generalísimo principio, respecto de todos 

los procesos ejecutivos y no meramente de los de alimentos de que aquí se viene tratando 

en particular), dado que, como se precisó en CSJ STC, 8 nov. 2012, rad. 2012-02414-00, 

«en los procesos ejecutivos es deber del juez revisar los términos interlocutorios del 

mandamiento de pago, en orden a verificar que a pesar de haberse proferido, realmente se 

estructura el título ejecutivo (…) Sobre esta temática, la Sala ha indicado que “la orden de 

impulsar la ejecución, objeto de las sentencias que se profieran en los procesos ejecutivos, 

implica el previo y necesario análisis de las condiciones que le dan eficacia al título ejecutivo, 

sin que en tal caso se encuentre el fallador limitado por el mandamiento de pago proferido al 

comienzo de la actuación procesal” […]»…  

 

De modo que la revisión del título ejecutivo por parte del juez, para que tal se ajuste al canon 

422 del Código General del Proceso, debe ser preliminar al emitirse la orden de apremio y 

también en la sentencia que, con posterioridad, decida sobre la litis, inclusive de forma 

oficiosa.  

 

Y es que, valga precisarlo, el legislador lo que contempló en el inciso segundo del artículo 

430 del Código General del Proceso fue que la parte ejecutada no podía promover defensa 

respecto del título ejecutivo sino por la vía de la reposición contra el mandamiento de pago, 

cerrándole a esta puertas a cualquier intento ulterior de que ello se ventile a través de 

excepciones de fondo, en aras de propender por la economía procesal, entendido tal que 

lejos está de erigirse en la prohibición que incorrectamente vislumbró el tribunal 

constitucional a quo, de que el juzgador natural no podía, motu proprio y con base en las 

facultades de dirección del proceso de que está dotado, volver a revisar, según le atañe, 

aquel a la hora de dictar el fallo de instancia; otro entendido de ese precepto sería colegir 

inadmisiblemente que el creador de la ley lo que adoptó fue la ilógica regla de que de haberse 

dado el caso de librarse orden de apremio con alguna incorrección, ello no podía ser 

enmendado en manera alguna, razonamiento que es atentatorio de la primacía del derecho 

sustancial sobre las ritualidades que es postulado constitucional y que, por ende, no 
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encuentra ubicación en la estructura del ordenamiento jurídico al efecto constituido. (CSJ 

STC4808-2017) (reiterada en STC433-2018, 24 ene., rad. 2018-00045-00). 

 

Por las razones anteriores es que esta Sala de decisión abordará los puntos 

de apelación sin importar que el auto que libró mandamiento de pago haya 

logrado una firmeza formal, porque si bien ya no podía ser atacado por la vía 

del recurso, su firmeza simplemente formal no le impedía al juez del 

conocimiento y, mucho menos, al Tribunal, asumir el estudio de los requisitos 

formales y sustanciales del título ejecutivo, razón por la cual el ataque a la 

sentencia por este flanco de la imposibilidad de una nueva revisión del título 

ejecutivo no prospera.  

 

3. Del título ejecutivo. El CGP señala los requisitos que debe reunir un 

documento para que preste mérito ejecutivo y por eso reza el ARTÍCULO 422. TÍTULO 

EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en 

documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen 

de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, 

o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de 

auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un 

proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184. 

(Resaltado y subrayado del tribunal) 

 

 

Ahora bien, cuando la ejecución que se pide consiste en el pago de una suma de 

dinero, en lo pertinente reza el artículo 424 del CGP: “ARTÍCULO 424. EJECUCIÓN POR 

SUMAS DE DINERO. Si la obligación es de pagar una cantidad líquida de dinero e intereses, la demanda 

podrá versar sobre aquella y estos, desde que se hicieron exigibles hasta que el pago se efectúe. 

Entiéndase por cantidad líquida la expresada en una cifra numérica precisa o que sea liquidable 

por operación aritmética, sin estar sujeta a deducciones indeterminadas. Cuando se pidan intereses, 

y la tasa legal o convencional sea variable, no será necesario indicar el porcentaje de la misma.” 

(Resaltado no original) 

 

Por ahí mismo, el artículo 427 del CGP exige, entre otras hipótesis, que cuando 

la obligación estuviere sometida a una condición suspensiva deberá 

acompañarse la prueba de su cumplimiento. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#184
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3.1. De la claridad en los títulos base de ejecución. En este punto, útil 

resulta precisar con algunos doctrinantes que: “cuando se indica que la obligación debe ser 

clara, tal afirmación alude fundamentalmente a tres aspectos característicos: 1. Que la obligación sea 

inteligible, para dar a entender que el documento que la contiene debe estar redactado lógico y 

racionalmente. 2. Que la obligación sea explicita, características que implica una correlación entre lo 

expresado, lo consignado en el respectivo documento con el verdadero significado de la obligación. 3. 

Que la obligación sea exacta, precisa, pues con el documento se quiere dar a entender que el objeto de 

la obligación y los sujetos que en su elaboración intervienen, se encuentran bien determinados. 4. Que 

haya certeza en relación con el plazo o de la cuantía o tipo de obligación, o que ésta se puede deducir 

con facilidad. En este sentido no podrá decirse que una obligación es clara cuando contiene términos que 

se prestan a confusión o equivocación, ni cuando aparezca de su contenido contradicciones o 

ambigüedades.”2  

 

3.2. Además, se recuerda que, en palabras del profesor Ramiro Bejarano 

Guzmán un documento: “será simple si todos los requisitos para que sea ejecutivo constan en un 

solo documento y será complejo, si los requisitos para que el documento preste mérito ejecutivo constan 

no en uno, sino en varios documentos, como ocurre, por ejemplo, con un título que contenga una 

obligación de hacer, que además del contrato exige el requerimiento para constituir en mora, salvo que 

se haya renunciado a él.3  

 

De otro lado, Azula Camacho sostiene que los títulos complejos operan, en 

obligaciones condicionales en las cuales debe establecerse el cumplimiento de la condición, que 

necesariamente consta en una actuación independiente. Por ejemplo, si una persona se obliga a pagarle 

a otra la cantidad de un millón de pesos cuando esta se gradúe de abogada, el titulo ejecutivo se integraría 

con el documento contentivo de la obligación y la copia del acta de grado como abogado. (Azula 

Camacho, Jaime, Manual de Derecho Procesal, Tomo IV, Procesos Ejecutivos, 

Editorial Temis, Sexta Edición p. 10). 

 

3.3. Como se verá, aquí se requería de la presentación de la escritura pública en 

la que constara tanto el cumplimiento del mandato por parte del abogado 

demandante como del valor de los inmuebles adjudicados y esa prueba nunca 

                                                 
2 PINEDA RODRIGUEZ, Alfonso y LEAL PÉREZ, Hildebrando. El titulo ejecutivo y los procesos ejecutivos. Bogotá: 

Leyer. 2003, p. 92 
3 Bejarano Guzmán, Ramiro, Procesos Declarativos, Arbitrales y Ejecutivos, Editorial Temis, Octava edición, p. 468 
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fue aportada por el abogado al proceso en el momento que se exigía, pues 

solamente vino aportarla la parte ejecutada junto con la contestación de la 

demanda y, en ese sentido, es que se impone confirmar la sentencia. 

 

3.4. Pues bien, de conformidad con las pruebas allegadas al plenario, se sabe 

que entre el demandante y la demandada se celebró un contrato de mandato o 

como ellos lo llamaron de prestación de servicios profesionales, en el que 

claramente se definió que el abogado Ramón Alberto Álvarez Rodríguez se 

comprometió a tramitar en la Notaría Sexta de Medellín la sucesión la sucesión 

intestada del señor José Iván Díaz Díaz, compañero permanente de la actora, 

cuya remuneración fue pactada sin duda alguna en el equivalente al 20% del valor 

de los bienes inmuebles que le llegaren a corresponder a la señora Miriam García, 

convenio que fue elevado a contrato escrito, pero resulta que el demandante no 

está ejerciendo la acción ejecutiva con base en dicho contrato, en razón a que el 

original quedó en poder de la deudora y parece que lo destruyó, por lo que como 

solamente tenía en su poder una copia auténtica de ese contrato, entonces, citó 

a interrogatorio de parte judicial extraprocesal a la señora García, misma quien 

confesó haber pactado esa remuneración del 20% por honorarios al abogado, 

siendo ese el documento que se empleó por el aquí demandante para ejecutar la 

obligación, pues se trata de un acta contentiva de una confesión judicial 

extraprocesal, única confesión admitida por el art. 422 del CGP como título 

ejecutivo, pero veamos lo que la señora Miriam García realmente confesó: 

 
“JUEZ: ¿Es cierto sí o no, que usted contrató los servicios del señor Ramón Alberto Alvarez 
Rodríguez con el fin de que realizará la sucesión intestada de su compañero permanente 
señor José Iván Díaz? MIRIAM GARCIA: Si. 

 
JUEZ: 3. Es cierto sí o no, que usted y el señor Ramón Alberto Álvarez Rodríguez para tal 
fin firmaron un contrato de prestación de servicios profesionales por un valor de un 20% sobre 
el valor de los inmuebles que le pudiera corresponder (sic) a usted en dicha sucesión? 
MIRIAM GARCIA: Si, él me entregó ese contrato a pesar de que yo se lo estaba solicitando 
cuando le pasé la información, cuando yo le pasé toda la información que él ya sabía cuál 
era el valor patrimonial, yo le dije, necesito el contrato dónde están estipuladas todas las 
cláusulas para poder seguir adelante; él me decía tranquila yo después se lo presento. 
 



                                                         M. P. Julián Valencia Castaño 
                                           

15 

JUEZ: Sí, pero la pregunta es si usted firmó un contrato con ese abogado por un 20% sobre 
el valor de los inmuebles que le pudiera corresponder en la sucesión; sí o no. MIRIAM 
GARCIA: Si 10 fimé.” (sic) 

 

3.5. Nótese cómo de los hechos confesados no se sigue la fecha del cumplimiento 

de la condición suspensiva que dio nacimiento a la obligación de pagar una suma 

de dinero, como tampoco un monto o valor exacto que haya admitido deber la 

señora García, sino que esa fecha se supone constar solamente en la escritura 

pública y el certificado de tradición de su registro, porque así lo dio a entender el 

demandante en el hecho cuarto de la demanda, sin haber aportado dichos 

documentos y sin haber arrancado esa confesión a la deudora en el interrogatorio 

extraprocesal, como tampoco es posible deducir el valor exacto de los bienes 

adjudicados, cifra que tan solo se hace determinable, puesto que lo que sí 

confesó la deudora es que se obligó a pagarle al abogado el equivalente al 20% 

del valor de los inmuebles que a ella se le adjudicaran en la sucesión de su 

compañero permanente, esto es, que el nacimiento de dicha obligación quedó 

atado al cumplimiento de una condición suspensiva (art. 1530 y 1536 C Civil), 

razón por la cual se requería necesariamente que el demandante hubiese 

arrancado también la confesión de la demandada acerca de la fecha en que se 

cumplió la condición y nació la obligación, así como su confesión sobre el monto 

cierto y total del avalúo de los inmuebles a ella adjudicados en la sucesión –pero 

esos hechos no fueron confesados-, lo que también pudo probarse a través de la 

escritura pública pertinente que debió aportar el mismo ejecutante, ya fuese 

durante el interrogatorio extraprocesal de parte ora al momento de presentar la 

demanda ejecutiva, pero nada de eso ocurrió, sin que el demandante hubiera 

logrado demostrar cuándo nació a la vida jurídica la obligación ni de cuánto era 

el monto exacto del valor de los inmuebles adjudicados a su poderdante, para así 

poder hacer la operación aritmética respectiva y descubrir el monto de la 

obligación en pesos, para lo cual solamente atinó preguntarle a la demandada lo 

siguiente: 
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“JUEZ: ¿Es cierto sí o no, que el doctor Ramón Alvarez le tramitó la sucesión del señor 
Díaz ante la notaría sexta de este círculo judicial? MIRIAM GARCIA: Si. 

JUEZ: ¿Es cierto sí o no, que los bienes que le adjudicaron a usted dentro de dicha sucesión, 
ascienden era la suma de $4.000.000.000 (cuatro mil millones de pesos) según el avalúo 
catastral? MIRIAM GARCIA: Creo que en la escritura es 3800 (tres mil ochocientos) algo así 
pero no 4000 (cuatro mil) exactos, no recuerdo 4000 (cuatro mil) exactos, no. (05:01) 

JUEZ: ¿Es cierto sí o no, que el total del dinero que usted debe cancelar al doctor Ramón 
Álvarez asciende a la suma de 800 millones de pesos? 
 
MIRIAM GARCIA: ¿Que le debo cancelar cuánto? JUEZ: $800.000.000 (ochocientos 

millones de pesos). 

MIRIAM GARCIA: Le explico, el contrato se firmó, pero luego como yo estaba muy 

preocupada por ese contrato, por la tarifa que él estipulo ahí y yo dije que es esto tan excesivo 

me quedé sorprendida; entonces en un día cualquiera decía entregarme el contrato y me 

dice doña Myriam le entregó este contrato porque yo la veo supremamente preocupada; 

quédese con el; ¿qué hago con el contrato? Haga lo que quiera, que vamos a hacer un nuevo 

contrato, vamos a hacer un nuevo contrato con otra tarifa y las condiciones que usted me 

está diciendo. 

JUEZ: Y 10 hicieron? MIRIAM GARCIA: No lo hicimos, hasta el día de hoy eso no se hizo. 
 
JUEZ: ¿De la suma que le acabo de mencionar que según el señor Álvarez se le adeuda, 
usted ha abonado algún dinero? MIRIAM GARCIA: Yo le he abonado hasta el momento más 
o menos $650.000.000 (seiscientos cincuenta millones) y no aguantaba la presión venga, 
venga, más dinero, más dinero; y yo le dije oiga don Ramón. 

 

JUEZ: O sea, usted le ha dado hasta ahora 650.000.000 (seiscientos cincuenta millones). 

3.6. Pero resulta que si bien atinó el demandante en el interrogatorio de parte a 

preguntar a la deudora si ya se había tramitado la sucesión en la notaría y se 

habían adjudicado los activos, lo que no le preguntó es a partir de cuándo se 

cumplió la condición suspensiva para que haya nacido la obligación, pues en el 

hecho cuarto de la demanda se lee textual: “CUARTO: De dicho monto o cuantía, la 

contratante solo ha cancelado la suma de seiscientos cincuenta millones de pesos ($650.000.000), 

debiéndole a su representante la suma de ciento cincuenta millones de pesos ($150.000.000), 

desde el día 13 de febrero del año 2018, fecha en la cual se registró dicha sucesión y se le 

adjudicaron los bienes del causante.”. Es decir, que tal parece que el registro de la 

escritura pública ocurrió el 13 de febrero del año 2018 y es a partir de allí cuando 

el demandante estima que se cumplió la condición suspensiva y nació la 

obligación, pues a partir de esa fecha es que está cobrando los intereses 

moratorios; luego, entonces, le correspondía traer la escritura pública y el registro 
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de dicho acto notarial, pero no lo hizo y por eso es que le asiste toda razón 

al juez a quo cuando expresó que al estudiar de nuevo el título ejecutivo echó de 

menos que tuviera exigibilidad, debiéndose mantener incólume la sentencia del a 

quo. 

 

3.7. Nótese cómo también se dejó en la incertidumbre el monto total de la 

obligación, porque si bien es cierto que lo adeudado era el 20% del valor de los 

bienes adjudicados, en ningún momento la citada a interrogatorio extraprocesal 

confesó cuánto era lo adeudado y mucho menos el demandante atinó presentar 

en esa misma audiencia el documento que hubiera servido para determinar 

exactamente lo adeudado y, tampoco lo hizo cuando presentó la demanda, sino 

que siempre afirmó de manera inexacta o equivocada que el valor de los 

inmuebles adjudicados en la sucesión era de $4.000.000.000 millones de pesos, 

cuando eso no era cierto, porque como se demostró, realmente ese monto era 

de $3.945.829.537,88, prueba que vino arrimar la ejecutada cuando contestó la 

demanda a través de las excepciones de fondo que propuso, sin que fuera cierto 

entonces que lo adeudado eran $150.000.000 como se afirmó por el demandante.  

 

3.8. Por consiguiente, si bien el art. 424 del CGP permite que cuando la ejecución 

verse sobre sumas de dinero, estas deban ser expresas o liquidables por simple 

operación aritmética, sin embargo, como nunca se supo a cuánto ascendió lo que 

se debía pagar por honorarios, simplemente porque el demandante se distrajo al 

no arrimar esa prueba, entonces, la suma adeudada siempre estuvo en la 

indeterminación y el juez equivocadamente libró mandamiento de pago sin parar 

mientes en que se trataba de un título ejecutivo compuesto por varios 

documentos, mientras que la otra parte de aquel, vino aparecer solamente a 

través de las excepciones de la parte demandada y, por esa razón, es que no se 

podía haber librado en su momento mandamiento de pago, ya que no existía un 

documento contentivo de una obligación expresa y clara y, por eso, deberá 

confirmarse la sentencia que por motivo de apelación se revisa. 
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En síntesis, si el juez hubiese dado cumplimiento desde la demanda al 

artículo 427 del CGP, mismo que le exigía la prueba sobre el cumplimiento de la 

condición suspensiva y, por ahí mismo, hubiera adquirido certidumbre la fecha 

del nacimiento de la obligación, entonces, no se habría producido este derroche 

de jurisdicción innecesaria, aunque de todas maneras esos defectos ahora 

resultan solucionados a través de la sentencia respectiva que niega seguir 

adelante la ejecución por falta de claridad y exigibilidad de la obligación que se 

cobra.  

 

3.9. Los otros cargos que se le hacen a la sentencia resultan despachados con 

los argumentos que acaban de expresarse, pues se queja el demandante que la 

confesión de la demandada no fue infirmada por prueba alguna y eso es cierto, 

lo que pasa es que de su confesión no resultó la cifra adeudada, porque, como 

se explicó, se requería que al momento del interrogatorio de parte o de la 

presentación de la demanda se hubiese allegado la escritura pública en la que se 

levantó la sucesión y se adjudicaron los bienes, único documento del cual podía 

deducirse con certeza el nacimiento de la obligación y el monto al cual debía 

aplicársele el 20% de los honorarios y mientras eso no haya ocurrido, entonces, 

no podía predicarse que estuviésemos frente a una obligación clara, expresa y 

actualmente exigible, siendo suficientes esas razones para confirmar la 

sentencia, sin que quepa asumir que pudiera darse aplicación al art. 423 del CGP 

y, por el mero hecho de la notificación a la deudora se hubiese constituido en 

mora, pues ante la incertidumbre en la fecha del nacimiento de la obligación y el 

monto de lo adeudado simplemente no puede admitirse la constitución en mora, 

debiéndose confirmar la sentencia que ahora se revisa. 

 

4. Costas. No saliendo avante las súplicas del recurso interpuesto por la parte 

demandante, se le impondrán las costas de rigor.  
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De esta manera, sin necesidad de más consideraciones, la SALA 

CUARTA DE DECISIÓN CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de 

la ley,  

      III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: SE CONFIRMA, el fallo proferido por el Juzgado Quinto Civil del 

Circuito de Oralidad de Medellín, el día 16 de marzo de 2021, dentro de la 

presente acción ejecutiva, de conformidad con las consideraciones en que está 

sustentada la presente providencia. 

 

SEGUNDO: Se condena en costas de segunda instancia a la parte demandante 

recurrente, tras la resolución desfavorable de su recurso. Para el efecto, en su 

momento procesal, se fijarán las agencias en derecho por el magistrado 

sustanciador.  

 

TERCERO: Cumplida la ritualidad secretarial de rigor, devuélvase el expediente 

al Juzgado de origen. 

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 

 
 
 

 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado 

 
 
 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
Magistrada    

   

                    
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

Magistrado 


